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V I S T O: 
 
 El expediente Nº EE-2025-00011818-APPSF-PE de la Plataforma de 
Gestión Digital-PGD-“TIMBÓ”, relacionado con la necesidad de establecer criterios claros 
y uniformes para el uso de armamento, así como su aplicación en el marco de las funciones 
de las fuerzas de seguridad; y 
 
CONSIDERANDO: 
 
 Que el uso de la fuerza por parte de los miembros de las fuerzas de 
seguridad debe regirse por los principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y 
rendición de cuentas, en consonancia con los estándares nacionales e internacionales en 
materia de Derechos Humanos; 
 
 Que resulta imprescindible garantizar que el accionar de las fuerzas 
de seguridad se realice en un marco de respeto a los derechos fundamentales de las 
personas, minimizando riesgos y garantizando la seguridad tanto de los agentes como de 
la población; 
 
 Que el “Protocolo de Uso Progresivo de la Fuerza” que forma parte de 
la presente establece un marco normativo detallado para la actuación de los agentes en 
distintas situaciones operativas, priorizando la prevención y la utilización de medios menos 
letales antes de recurrir a niveles superiores de fuerza; 
 
 Que este Protocolo, en particular, recepta el uso de armamento de 
baja letalidad, que comprende dispositivos varios, con el objeto de incapacitar 
temporalmente a una persona. Su diseño técnico procura reducir al mínimo tanto los daños 
colaterales como los efectos medioambientales, sin generar secuelas permanentes; 
 
 Que en este sentido, los “Principios Básicos sobre el Empleo de la 
Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley” 
adoptados por la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito en 1990, 
contemplan expresamente el uso de “armas incapacitantes no letales”, advirtiendo sobre 
su potencial letalidad en la práctica. Por tal razón, el Consejo de Derechos Humanos de 
Naciones Unidas, en su Resolución de 2018 (párr. 15), alentó el desarrollo de protocolos 
específicos para la capacitación y el uso de armas de baja letalidad, reconociendo que 
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incluso estos dispositivos pueden representar un riesgo grave para la vida humana si no 
se emplean conforme a criterios de necesidad, proporcionalidad y legalidad; 
 
 Que diversas jurisdicciones han regulado el uso de este tipo de 
armamento. A nivel nacional, mediante la Resolución N° 704/24 del Ministerio de Seguridad 
de la Nación; en la provincia de Córdoba, a través de la Ley N° 10954; y en la provincia de 
Neuquén, por medio de la Ley N° 3474. Asimismo, otras jurisdicciones como Mendoza y 
Río Negro se encuentran en etapa de análisis legislativo, y varios municipios -entre ellos, 
Lanús, San Miguel, Córdoba capital y Villa María- han procedido a su autorización 
reglamentaria; 
 
 Que el uso de armamento de baja letalidad se justifica especialmente 
en contextos operativos donde el empleo de armas de fuego resultaría desproporcionado 
o implicaría un riesgo considerable para terceros, en particular en espacios públicos de alta 
concurrencia. Por tal motivo, su incorporación como recurso intermedio dentro del uso 
progresivo de la fuerza constituye una herramienta legítima, eficaz y ajustada a estándares 
de derechos humanos; 
 
 Que la presente resolución busca formalizar la aprobación y puesta en 
vigencia del mencionado Protocolo y establecer además mecanismos de capacitación y 
control para su efectiva implementación; 
 
 Que ha tomado intervención la Dirección General de Asuntos Jurídicos 
de este Ministerio mediante Dictamen Nº 3109/25; 
 
 Que en uso de las competencias asignadas en la Ley Orgánica de 
Ministerios del Poder Ejecutivo Nº 14224 en su Artículo 17, corresponde dar curso favorable 
a la presente gestión; 
 
POR ELLO: 
 

EL MINISTRO DE JUSTICIA Y SEGURIDAD 
 

R E S U E L V E: 
 

ARTÍCULO 1º - Aprobar  y   poner  en  vigencia  el  "Protocolo  de Uso Progresivo de la  
 Fuerza", que como Anexo Único forma parte de la presente Resolución.  
 
ARTÍCULO 2° - Disponer  que  todas  las  fuerzas  de  seguridad  bajo  la  jurisdicción del  
  Ministerio de Justicia y Seguridad de la Provincia de Santa Fe adecúen su 
accionar a lo establecido en el Protocolo que por el Artículo 1° se aprueba. 
 
ARTÍCULO 3° - Instruir a las áreas correspondientes para que se implementen programas  
  de capacitación obligatorios destinados a todos los miembros de las 
fuerzas de seguridad, a fin de garantizar el conocimiento y correcta aplicación del presente 
Protocolo. 
 
ARTÍCULO 4° - Encomendar   a   las   áreas  ministeriales  con  competencia  en   materia  
  disciplinaria y de monitoreo de gestión la creación de un mecanismo de 
monitoreo y evaluación del cumplimiento del Protocolo, a fin de garantizar su efectiva 
aplicación y actualizarlo conforme a las necesidades operativas y normativas. 
 
ARTÍCULO 5° - Dejar sin efecto toda resolución que se oponga a la presente. 
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ARTÍCULO 6° - Regístrese, hágase saber y archívese. 
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ANEXO ÚNICO 
 

PROTOCOLO PARA EL USO PROGRESIVO DE LA FUERZA 
 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
CAPÍTULO 1.  Objeto y ámbito de aplicación. 
 
ARTÍCULO 1°. - Objeto. El presente protocolo tiene como finalidad establecer los 
principios y directrices para el uso progresivo de la fuerza por parte de los agentes de las 
fuerzas de seguridad de la Provincia de Santa Fe, garantizando el respeto a los derechos 
humanos, la legalidad y la proporcionalidad en su aplicación. 
 
ARTÍCULO 2°. - Ámbito de aplicación. El presente Protocolo será de aplicación 
obligatoria, sin excepción, para todos los sujetos activos y pasivos vinculados al uso de la 
fuerza que se encuentren en tránsito o permanencia dentro del territorio de la Provincia 
de Santa Fe. 
Se entiende por sujetos activos del uso de la fuerza a todas aquellas instituciones del 
Estado Provincial legalmente facultadas para ejercerlas en el marco de sus 
competencias. Esta definición comprende, en particular, a: 

a) La Policía de la Provincia de Santa Fe. 
b) La Policía de Investigaciones (PDI). 
c) El Servicio Penitenciario de la Provincia de Santa Fe, exclusivamente cuando 

actúe fuera del ámbito de los establecimientos penitenciarios. En tales casos, este 
Protocolo se aplicará con carácter obligatorio. Dentro de los establecimientos 
penitenciarios, el accionar del personal penitenciario se regirá únicamente por sus 
protocolos específicos, los cuales conservan plena vigencia y aplicación. 

d) La Central de Inteligencia y Operaciones Especiales (CIOPE). 
e) La Agencia de Medidas No Privativas de la Libertad, en los casos en que se 

encuentre expresamente habilitada para el uso de la fuerza conforme a la 
normativa vigente. 

f) La Guardia Provincial. 
g) La Tropa de Operaciones Especiales (TOE). 

 
 

ARTÍCULO 3°. - Autoridad de aplicación. El Ministerio de Justicia y Seguridad, en su 
carácter de autoridad de aplicación del presente Protocolo, tendrá las siguientes 
atribuciones: 

a) Aprobar, actualizar e interpretar el contenido del Protocolo, asegurando su 
adecuación a los estándares constitucionales y a los instrumentos internacionales de 
derechos humanos. 
 b) Supervisar su implementación en las fuerzas de seguridad bajo su 
dependencia, estableciendo mecanismos de control y evaluación periódica. 
 c) Diseñar e implementar planes de capacitación obligatoria para el personal de 
las fuerzas de seguridad, tanto en su formación inicial como en el servicio activo, sobre 
los principios, niveles y definiciones operativas del uso progresivo de la fuerza. 
 d) Recopilar, sistematizar y publicar estadísticas periódicas sobre el uso de la 
fuerza, a fin de generar información pública y promover la rendición de cuentas 
institucional. 

e) Establecer mecanismos de articulación con el Poder Judicial, el Ministerio 
Público de la Acusación y organizaciones de la sociedad civil, a fin de garantizar el 
cumplimiento del principio de legalidad y transparencia en el uso de la fuerza. 
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 f) Dictar las disposiciones complementarias y operativas que resulten necesarias 
para la efectiva implementación del presente Protocolo. 
 
CAPÍTULO 2. Definiciones y clasificaciones. 
 
ARTÍCULO 4°. - Acciones frente a la fuerza. A los fines interpretativos del presente 
protocolo, son aquellas conductas adoptadas por una persona, ya sea de manera 
proactiva o reactiva, en el marco de una intervención que legítimamente habilite el 
empleo de la fuerza por parte del agente de las fuerzas de seguridad. Estas acciones se 
clasifican en: 
 a) Cooperación: la persona sujeta a control de las fuerzas de seguridad da 
cumplimiento a las indicaciones del agente sin manifestar resistencia. Cuando la 
cooperación se da de forma activa, la persona sigue las instrucciones del agente. Por otro 
lado, puede suceder que la cooperación se logre tras algún tipo de intimidación -sea 
física o verbal- hacia un tercero. 
 b) Resistencia Pasiva. La persona sujeta a control de las fuerzas de seguridad 
omite seguir las indicaciones de los agentes sin mediar fuerza física activa hacia ellos, ni 
hacia terceros, mediante una resistencia persistente. Hay intimidación verbal o física 
hacia un agente. 
 c) Resistencia activa. Oposición directa al control de las fuerzas de seguridad, 
manifestada a través de intentos de evasión o resistencia física. Puede incluir el uso de 
violencia contra los agentes o contra terceras personas con el propósito de escapar, pero 
sin llegar a neutralizarlos. 
 d) Ataque directo. Son actos de violencia dirigidos contra los agentes o contras 
terceras personas con la intención de neutralizar su intervención, cubrir su retirada, 
proteger su propia integridad física, ya sea para atentar contra su vida, integridad física o 
libertad. También incluye situaciones en las que reducir a los agentes o a terceros es un 
medio necesario para facilitar la huida. 
 

CUADRO DE NIVELES 

Nivel Denominación Forma Respuesta Propósito 

1 Cooperación Activa Se siguen indicaciones Presencia, escucha 
activa, comunicación 

asertiva 

Recoger 
datos 

2 Cooperación Pasiva Intimidación verbal o 
física hacia un tercero 

Comunicación 
proactiva. Se 
mantiene la 

distancia 

Doblegar la 
voluntad 

3 Resistencia pasiva Intimidación verbal o 
física hacia un agente 

Fuerza de traslado Desescalar 
la resistencia 

4 Resistencia 
Activa 

Violación del espacio 
personal o contacto 

físico 

Fuerza de 
contención 

Contener la 
violencia 

5 Ataque al agente o a 
un tercero 

Acometimiento con 
contacto físico 

Fuerza defensiva Neutralizar la 
amenaza 

 

ARTÍCULO 5°. - Escalas de amenaza. 

Son las diferentes etapas relacionadas a niveles de riesgo que permiten determinar la 
necesidad de escalar el uso de la fuerza de manera proactiva, sin que se requiera un 
ataque violento que pudiera ser letal o que habilite reducir al agente y que este pueda 
perder el arma. Se trata de una secuencia cuyas primeras etapas pueden dejarse de 
lado, en caso de estar justificado. Pueden clasificarse en:  
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 a) Intimidación o agresión verbal: el mensaje es amenazante y/u ofensivo, 
acompañado de un elevado tono de voz, y comunicación no verbal desafiante. La 
respuesta proporcional es la comunicación con el propósito de retornar la normalidad. 
 b) Intimidación física: se trata de gestos bruscos puntuales como apretar los 
dientes, o persistentes como aumentar el tamaño de la silueta, despegar los codos de los 
costados, elevar las manos por encima de la altura del pecho o cerrar los puños. La 
respuesta proporcional es asegurar un espacio de seguridad y la comunicación de 
desescalada. 
 c) Violación del espacio personal: Se considera la transgresión de la distancia de 
seguridad del agente o de una tercera persona, entendida como el radio mínimo 
necesario para evitar un contacto físico no deseado, ya sea mediante una extremidad o 
un objeto. Esta conducta puede constituir un paso previo a una agresión. Ante tal 
situación, resulta proporcional la activación de una respuesta de “legítima defensa 
preventiva”, mediante una actitud defensiva destinada a recuperar el control del espacio 
personal y, de ser necesario, emplear el uso de la fuerza ante la inminencia de un ataque. 
 d) Contacto físico: Se configura cuando el agresor establece un contacto directo 
con el agente, sin que medie un ataque manifiesto, utilizando sus extremidades u objetos. 
La gravedad del hecho aumenta si el contacto se produce en zonas vitales, como el 
cuello, o si el agresor mantiene una mano oculta, lo cual puede indicar la intención de un 
ataque inminente. En tales casos, la respuesta proporcional será adoptar una postura 
defensiva, o ejercer una defensa inmediata si existen indicios razonables de que el 
contacto constituye una antesala de una agresión potencialmente letal. 
 e) Acometimiento: Se configura cuando una persona inicia un ataque violento 
contra el agente, ya sea de forma directa o mediante el uso de objetos. La peligrosidad 
del hecho se incrementa si el agresor mantiene una mano oculta, lo que puede indicar la 
existencia de un arma o la intención de intensificar la agresión. La respuesta proporcional 
será la defensa mediante los medios disponibles, orientada a desescalar la situación y 
generar una asimetría favorable al agente, evitando, asimismo el riesgo de autolesión del 
atacante, de modo que la fuerza defensiva supere la intensidad del ataque. 
 
ARTÍCULO 6°. - Asimetría de la fuerza. Se trata de una situación de desventaja 
competitiva del agente frente a un individuo o grupo violento, que faculta al agente para 
escalar la fuerza de manera preventiva, reclamar apoyo para reducir la asimetría o 
retirarse para evitar una agresión en defecto de apoyo. Puede ser de tres tipos: 

a) Asimetría física: Desventaja del agente frente a un potencial agresor o 
agresores por razones de tamaño físico, altura o peso, tratándose de una asimetría que 
compromete su seguridad. 
 b) Asimetría numérica: Desventaja del agente frente a un grupo de agresores por 
razones de 
cantidad numérica, tratándose de una asimetría que compromete su seguridad. 
 c) Asimetría mediata: Desventaja del agente frente a un agresor o agresores por 
razones de medios de agresión y defensa o de habilidades, tratándose de una asimetría 
que compromete su seguridad. 
 d) Asimetría Inicial: Es la ventaja/desventaja competitiva que existe desde el 
principio de la toma de contacto entre el agente/s y el potencial agresor o agresores. 
 e) Asimetría Sobrevenida: Es la desventaja que surge durante el contacto entre el 
agente con el potencial agresor o agresores. 
 
ARTÍCULO 7°. - Situación medioambiental. Se trata del conjunto de condiciones 
externas a los agentes, determinadas por las características del terreno -ya sea sólido o 
blando, estable o resbaladizo, seco o húmedo, caluroso o frío, con alta o baja visibilidad-. 
Estas condiciones del entorno influyen directamente en el desarrollo de una situación, 
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pudiendo generar desenlaces distintos ante un mismo escenario, al incidir sobre la 
fisiología del enfrentamiento y las capacidades operativas de la fuerza. 
 
ARTÍCULO 8°. - Motivaciones de intervención. Corresponden a las causas materiales 
que anteceden al despliegue de la fuerza. Estas pueden clasificarse en tres (3) tipos, 
todas ellas excluyentes de cualquier forma de arbitrariedad: 
 a) Requerimiento, directo o indirecto, a través de los canales de comunicación 
establecidos. 
 b) Iniciativa en base a un análisis de riesgo dinámico efectuado por los 
intervinientes. 
 c) Iniciativa en base a planes operativos basados en análisis de riesgo. 
 

TÍTULO II 
DESPLIEGUE DE LA FUERZA 

 
CAPÍTULO 3. Niveles de intervención.  
 
ARTÍCULO 9°. - Escalada de la fuerza. Frente a las diversas actitudes que puede 
asumir la población ante las órdenes o indicaciones de la autoridad de las fuerzas de 
seguridad, resulta necesario establecer criterios diferenciados y escalonados que 
permitan graduar el uso de la fuerza en función del nivel de resistencia o de amenaza. La 
escalada en la aplicación de la fuerza se encuentra legitimada tanto en situaciones donde 
se produce un aumento progresivo de la resistencia o la agresión, como en aquellos 
casos en que la gravedad inicial de la amenaza exige recurrir directamente a un nivel 
superior de fuerza, sin necesidad de transitar por los niveles inferiores. 
 
ARTÍCULO 10.- Graduación del uso de la fuerza. El uso de la fuerza se gradúa 
conforme a los siguientes niveles, que deberán ser aplicados en forma progresiva y 
proporcional a la situación:  
 a) Presencia disuasiva: El agente ejerce su autoridad mediante su sola presencia. 
Consiste en el uso de medios preventivos, como la utilización de dispositivos 
institucionales o la exhibición de identificación por parte del personal de civil. Se prioriza 
el diálogo como primera medida de intervención. 
 b) Comunicación verbal: Empleo de medios preventivos, como órdenes directas y 
el uso de la persuasión para lograr el cumplimiento de la autoridad. 
 c) Control físico moderado: Uso de técnicas de restricción sin causar lesiones, 
para reducir e inmovilizar a la persona, con el fin de neutralizar su resistencia. 
 d) Uso de armas de menor letalidad: Aplicación de dispositivos diseñados para 
incapacitar temporalmente a una persona, reduciendo al mínimo el riesgo de causar la 
muerte o lesiones permanentes. Estas armas, como las de electrochoque, proyectiles con 
sustancias irritantes, gases paralizantes u otros dispositivos aprobados, se emplean en 
situaciones en las que la intervención con armas de fuego sería desproporcionada o 
generaría un riesgo excesivo para terceros. 
 e) Uso de armas potencialmente letales. Empleo de medios reactivos y de fuerza 
potencialmente letal para repeler la agresión y proteger la vida. 
 
ARTÍCULO 11. - Medios de Fuerza. Se entiende por medios de fuerza aquellos 
instrumentos, dispositivos, técnicas o acciones autorizadas que pueden ser empleados 
por los agentes encargados de hacer cumplir la ley para ejercer coerción física o 
psicológica, con el fin de proteger derechos, restablecer el orden, disuadir una amenaza o 
lograr el cumplimiento de la ley. Incluyen desde la presencia policial, la verbalización, las 
técnicas de control físico, el uso de elementos de sujeción, los dispositivos de baja 
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letalidad, hasta el empleo de armas de fuego, de conformidad con los niveles de 
resistencia y dentro de los márgenes legales establecidos. 
 
ARTÍCULO 12. - Letalidad en los medios. La letalidad constituye una característica 
intrínseca de los medios empleados en el uso de la fuerza, y puede clasificarse en tres 
(3) niveles de letalidad:  

a) baja,  
b) media,   
c) alta.  

Todos los dispositivos autorizados para el uso de la fuerza deberán estar debidamente 
categorizados dentro de una de estas tres (3) categorías, a los fines de facilitar la 
evaluación de la proporcionalidad entre los medios empleados por los agentes y los 
medios de violencia utilizados por los agresores. La proporcionalidad no se define 
exclusivamente por la naturaleza del medio utilizado, sino fundamentalmente por la forma 
en que se aplica, por lo tanto, la letalidad de un medio debe ser valorada en función del 
uso concreto que se haga del mismo en una situación determinada. 
 
ARTÍCULO 13. - Armamento menos letal. A los fines del presente Protocolo, y con 
carácter meramente enunciativo, se considera armamento de menor letalidad a aquellos 
dispositivos cuyo diseño tiene por finalidad inmovilizar, incapacitar o disuadir 
temporalmente, minimizando el riesgo de producir lesiones letales. Se incluyen en esta 
categoría: 
 a) Las armas de electrochoque, tales como las pistolas que aplican descargas 
eléctricas para generar inmovilización temporal del objetivo. 
 b) Las armas, cortas o largas, que disparan municiones con sustancias irritantes o 
compuestos químicos no letales. 
 c) Los dispositivos eléctricos específicos de uso policial, diseñados para generar 
descargas controladas. 
 d) Los agentes químicos paralizantes, tales como gases lacrimógenos o similares. 
 e) Cualquier otro dispositivo clasificado como de menor letalidad por la normativa 
vigente, siempre que haya sido aprobado conforme a los reglamentos aplicables y su uso 
se encuentre debidamente autorizado. 
 
ARTÍCULO 14. - Condiciones para el uso de la fuerza. El uso de la fuerza está 
legitimado en aquellas situaciones de necesidad para cumplir con un propósito definido 
que en todo caso será la desescalada de toda forma de violencia, de manera 
proporcionada en su intensidad y sus medios, así como aplicando el deber de cuidado, 
en orden a reducir el posible perjuicio que pueda ocasionar sobre los bienes jurídicos, 
especialmente la dignidad humana, la vida, la integridad física y la libertad, de acuerdo 
con los siguientes supuestos del artículo 4°: a) Cooperación (activa/pasiva); b)resistencia 
pasiva; c) Resistencia activa; y d) Ataque directo. 
 
ARTÍCULO 15. - Uso de cartucho en recámara. El porte de munición en recámara 
constituye una medida que incrementa el nivel de alistamiento operativo y, al mismo 
tiempo, el riesgo potencial del uso del arma de fuego. Su autorización estará limitada a 
situaciones excepcionales, en las que se verifiquen de forma concurrente las siguientes 
condiciones: 
 a) Riesgo inminente para la vida o integridad física: Cuando el agente se enfrenta 
a una amenaza concreta, real, inminente y grave, en la que el retraso en la respuesta 
podría poner en peligro su vida, la de otros agentes o la de terceros. 
 b) Intervenciones en zonas de alta peligrosidad: Cuando el operativo de las 
fuerzas de seguridad se desarrolla en contextos o zonas identificadas como de alta 
peligrosidad, con antecedentes de enfrentamientos armados o violencia letal. 
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 c) Custodia de objetivos sensibles o de alto valor: En servicios de protección de 
autoridades, traslado de personas de alto riesgo o custodia de bienes estratégicos donde 
se presuma razonablemente la posibilidad de un ataque letal. 
 d) Operativos con información previa de presencia de armas: Cuando haya 
información de inteligencia o datos previos que indiquen que los sujetos involucrados 
pueden estar armados y dispuestos a usarlas. 
 e) Cuando el agente esté aislado o sin apoyo inmediato: Si un agente se 
encuentra en una situación de desventaja operativa o sin respaldo inmediato que pueda 
asistirlo ante una amenaza armada. 
 f) En todos los casos, el uso de cartucho en recámara deberá ser autorizado 
según directivas institucionales previas o procedimientos específicos. 
 g) El agente deberá justificar documentalmente su decisión en caso de que haga 
uso de esta medida de preparación. 
 h) La decisión de portar cartucho en recámara no habilita el uso del arma sin que 
se cumplan los principios de necesidad, proporcionalidad, legalidad y rendición de 
cuentas. 
 
CAPÍTULO 4. Disposiciones Administrativas. 
 
ARTÍCULO 16. - Certificación. Es la habilitación administrativa que cumple con unos 
estándares mínimos de formación teórico-práctica y una actualización periódica, que será 
transversal en los módulos teórico-prácticos para los agentes de las fuerzas de 
seguridad, pero contará con una versión reducida en su parte práctica para los sujetos 
habilitados. 
       
ARTÍCULO 17. - Registro y supervisión. Todo uso de la fuerza debe ser documentado 
mediante informes detallados. Se realizarán auditorías periódicas para evaluar el 
cumplimiento del protocolo. En caso de uso indebido, se aplicarán sanciones conforme a 
la normativa vigente. 
 
ARTÍCULO 18. - Capacitación y actualización. Los agentes de las fuerzas de seguridad 
deberán recibir formación continua en técnicas de resolución y reducción de conflictos, 
con un enfoque preventivo y desescalador. Dicha capacitación incluirá el conocimiento y 
aplicación de los principios de derechos humanos y las normas internacionales sobre el 
uso proporcional y legítimo de la fuerza. En particular, será obligatorio acreditar formación 
específica en el manejo de armas de baja letalidad como condición previa para la 
habilitación y autorización en el uso del armamento contemplado en el Artículo 13 del 
presente protocolo. 
 
CAPÍTULO 5.  Disposiciones Finales. 
 
ARTÍCULO 19. - Obligatoriedad. Las disposiciones del presente protocolo serán de 
cumplimiento obligatorio para todas las fuerzas de seguridad de la Provincia, en el 
ejercicio de sus funciones operativas y administrativas vinculadas al uso de la fuerza. 
 
ARTÍCULO 20. - Revisión y actualización. La revisión, adecuación y actualización 
periódica del presente protocolo estará a cargo de la autoridad de aplicación, quien 
deberá garantizar su coherencia con las normativas provinciales, nacionales e 
internacionales en materia de derechos humanos y uso proporcional de la fuerza. 
 
La presente es la primera versión del Protocolo y fue publicado en la misma fecha que la 
Resolución que lo contiene como Anexo. 
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